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DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

TRIBUNAL SUPERIOR SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL 

MAGISTRADA PONENTE: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

 

S – 120 

Procedimiento: Revisión 

Demandante: Gustavo Adolfo Henao Sánchez y/o 

Providencia objeto de revisión: sentencia proferida en trámite con 

radicado 05001 40 03 007 2015 00670 00 

Vinculados: Sara Alejandra Pulido Barrera y/o 

Radicado Único Nacional: 05001 22 03 000 2019 00531 00 

Decisión: Declara infundado recurso de revisión 

 

Medellín, cuatro (04) de agosto de dos mil veintidós (2022) 

 

Temas: sentencia anticipada, causal séptima de revisión. 

 

Los señores Gustavo Adolfo, Luz Adriana y María Patricia Henao Sánchez han 

promovido recurso extraordinario de revisión en contra de la sentencia del 11 

de junio de 2019, proferida por el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Oralidad 

de Medellín, en cuya demanda contentiva, con base en la causal del 

numeral 7ª del artículo 355 del C.G.P, se pretende lo siguiente: 

 

“1. Declarar la nulidad de la sentencia proferida por el Juzgado Séptimo 

Civil Municipal de Oralidad de Medellín, Antioquia, de fecha 11 de junio 

de 2019 en el proceso verbal sumario – responsabilidad civil 

extracontractual- … por haberse originado en ella la causal de nulidad 

consistente del Juzgado … notificar por telegrama a los demandados de 

la renuncia de su abogada, tal como lo establece el artículo 69 Numeral 
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4 del Código de Procedimiento Civil el cual regia (sic) para la fecha y 

por el cual fue tramitado parte del proceso 

 

2. Decretar la nulidad de todo lo actuado … hasta la fecha de renuncia 

de la abogada Sandra Milena Carmona Henao, con el fin de que queden 

incólumes todos los estadios procesales de defensa 

 

3. Se ordene notificar al Juzgado … tal cual establece el Código de 

Procedimiento Civil en su art 69 a los demandados la renuncia de su 

apoderada judicial. 

 

4. Se decrete la perdida (sic) de competencia del Juzgado … y se someta 

a reparto, con el fin de que otro Juez con igual categoría siga el proceso 

y falle de fondo … toda vez que el Juzgado … ya conocen (sic) la 

mayoría de los elementos probatorios, y ya tomó una decisión frente a 

estos, por lo cual este despacho ya no sería imparcial al momento de 

juzgar nuevamente”. (sic pdf 002)  

 

Todo lo antedicho, con fundamento en hechos que así se compendian y que 

sirven de fundamento al recurso de revisión: 

 

Que el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Oralidad de Medellín admitió, el 25 

de agosto de 2015, una demanda con pretensión de responsabilidad civil 

extracontractual presentada por la señora Ángela Patricia Barrera Agudelo en 

representación de su hija menor Sara Alejandra Pulido Barrera, en contra de 

los Luz Adriana Henao Sánchez como heredera de Margarita Teresa Sánchez 

Marín y los demás herederos indeterminados (radicado 05001 40 03 007 2015 

00670 00). 

 

Que la señora Luz Adriana se notificó personalmente de la existencia de ese 

proceso, después de que el señor Gustavo Henao recibiera una citación 

dirigida a ella que llegó hasta su domicilio ubicado en la carrera 91 número 

44b-03 (interior 201). 

 

Que el 23 de octubre de 2015 los hermanos Henao Sánchez contestaron la 

demanda a través de la abogada Sandra Milena Carmona Henao, y la 

actuación posterior a ello data de los estados publicados el 1º de febrero de 
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2016 en los cuales se publicó el auto fechado el 28 de enero de ese año, 

mediante el cual se reconoció personería jurídica a la abogada en mención y 

fueron requeridos Gustavo Adolfo y María Patricia, para que acreditaran la 

calidad en la que pretendían actuar. 

 

Que el 2 de febrero de 2016 la abogada renunció al poder otorgado por los 

entonces demandados, adjuntando unas supuestas comunicaciones vía correo 

electrónico y “washapp” (sic, hecho 7º) sin confirmar, amén de una supuesta 

llamada cuya ocurrencia tampoco probó. Por lo anterior, mediante providencia 

del 12 de abril de 2016, el Juzgado aceptó la renuncia de la profesional y 

ordenó el envío de telegrama a los poderdantes, como lo ordenaba el inciso 

4º del artículo 69 del C.P.C. 

 

Que en el mencionado auto se cometió un error que nunca fue enmendado, 

consistente en que se aceptó la renuncia del poder con respecto a Gustavo 

Adolfo y Luz Adriana, pero nada se dijo sobre la señora María Patricia y, por 

tanto, quedó “incólume el mandato otorgado a la abogada”. 

 

Que el Juzgado nunca envió la respectiva notificación por telegrama para 

notificar la renuncia de la apoderada, muy a pesar de lo cual el 6 de 

septiembre de 2016 requirió nuevamente a Gustavo Adolfo y Luz Adriana para 

que nombraran un nuevo apoderado, obviando nuevamente la participación 

de María Patricia. Lo mismo ocurrió con el “ultimátum de 10 días” (fl. 4) que 

emitió el Juzgado el 25 de agosto de 2017, en el que requirió a los 

demandados so pena de no tener por contestada la demanda. 

 

Que después de algunos aplazamientos de las respectivas audiencias, el 11 

de marzo de 2018, el Juzgado sancionó a la señora Luz Adriana Henao 

Sánchez con multa de 5 SMLMV por inasistencia, determinación que ordenó 

notificar en la calle 91 número 44B -03 segundo piso, mediante comunicación 

secretarial que nunca llegó a su destino porque la dirección correcta de la aquí 

recurrente se ubica en la carrera que no en la calle 91. 

 

Que si bien se nombró curadora para representar los intereses de los 

herederos indeterminados, esta no se percató de las irregularidades 

procesales y se limitó a contestar la demanda, surtido lo cual se dictó 

sentencia fechada el 11 de junio de 2019 en la que se condenó a la señora 
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Luz Adriana Henao Sánchez y a los herederos indeterminados de la señora 

Teresa Margarita Sánchez. 

 

Que de todas las determinaciones judiciales hasta aquí narradas los 

recurrentes se enteraron apenas en el mes de septiembre de 2019, cuando 

contactaron al abogado que hoy representa sus intereses con el propósito de 

iniciar la sucesión de su señora madre, momento para el cual entendían que 

el asunto de responsabilidad civil ya había sido solucionado, como quiera que 

la abogada contratada nunca los “volvió a llamar” (hecho 21), ni siquiera para 

contarles que, según parece, actualmente vive en Chile. 

 

RÉPLICA 

 

La demanda fue admitida por auto fechado 18 de septiembre de 2020 (pdf 01 

expediente OneDrive), y notificados los sujetos interesados, procedieron a 

contestarla de la siguiente manera: 

 

- Menor Sara Alejandra Pulido Barrera (carpeta 05 OneDrive) 

 

A través de su madre, quien designó apoderado judicial, contestó la demanda 

aceptando la existencia del proceso y su desarrollo hasta la renuncia de la 

abogada Sandra Milena Carmona Henao, de cuya renuncia dijo tener 

constancia por lo actuado en el proceso aclarando que desconocía cualquier 

convenio, comunicación o llamada privada entre esa abogada y sus 

poderdantes. 

 

Además, afirmó que en el auto mediante el cual se aceptó la renuncia de la 

profesional en mención no se ordenó enviar telegrama alguno de conformidad 

con el artículo 69 del C.P.C, pues “la ley 1564 de julio 12 de 2012 … comenzó 

a regir en el año 2012 ordenando, entre otras cosas, la derogatoria del Código 

de Procedimiento Civil. Es más, el artículo 699 (sic) de la mencionada norma 

informa que los únicos procedimientos que continuarían con la ley anterior 

serían los que estuvieran en curso, situación que no es el caso presente”  (fl. 

1). 

 

Insistió, por otro lado, que al Juez no le asiste ningún deber de remitir 

documento o telegrama informando a las partes sobre las actuaciones, dado 
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que así lo dispone como deber del abogado el artículo 76 del Código General 

del Proceso, amén que las causales de nulidad son taxativas según lo 

dispuesto en el artículo 133 ibídem y en este caso simplemente se trata de 

una relación contractual que “tuvo un final desventurado”, a lo que debe 

aunarse que el artículo 135 siguiente prohíbe alegar la nulidad a quien dio 

lugar a ella. 

 

Por lo demás, alegó desconocer las condiciones en que los recurrentes 

supuestamente se enteraron de las actuaciones procesales, pues lo cierto es 

que es deber de los apoderados revisar constantemente los expedientes, y en 

caso de renuncia lo es también comunicarlo oportunamente. 

 

Propuso, entonces, las que denominó “excepciones” de “improcedencia de la 

nulidad por taxatividad” e “improcedencia de la acción de revisión por culpa 

exclusiva de la parte”. 

 

- Curadora ad-litem, Ana Patricia  Vélez  Carmona (pdf 07 y 09 

OneDrive) 

 

No realizó pronunciamiento alguno, a pesar de que fue debidamente 

notificada mediante correo electrónico enviado a la dirección 

anapatricia80@hotmail.com el 20 de septiembre de 2020 a las 14:06 horas, 

mediante el cual el abogado de la parte demandante le remitió un archivo 

adjunto que, según su afirmación, contenía el auto admisorio acompañado de 

la demanda y sus anexos. Además, la misma curadora ad-litem respondió a 

ese mensaje, el 25 de septiembre siguiente, “ya recibí el correo mil gracias” 

(sic pdf carpeta 09), amén que también se le compartió el enlace para acceder 

al expediente virtual que contiene la presente causa (ibídem fl. 7 pdf). 

 

SENTENCIA IMPUGNADA 

 

Lo es la dictada en única instancia por el Juzgado Séptimo Civil Municipal de 

Oralidad de Medellín el 11 de junio de 2019, y mediante la cual se resolvió: 

 

“(P)RIMERO: Declarar civil y extracontractualmente responsable a Luz 

Adriana Henao Sánchez heredera determinada de Teresa Margarita 

Sánchez Marín y demás herederos indeterminados … por los daños 
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causados a Sara Alejandra Pulido Barrera representada por su madre 

Ángela Patricia Barrera Agudelo. (pdf expediente escaneado, fl. 549) 

 

Por lo anterior, únicamente Luz Adriana Henao Sánchez y los herederos 

indeterminados de Teresa Margarita Sánchez Marín fueron condenados a 

pagar: i) $897.396 por concepto de daño emergente; ii) $12.420.000 por 

razón de cánones de arrendamiento dejados de percibir; iii) las costas del 

proceso. 

 

La anterior condena se fundó en que para la juzgadora estaban reunidos los 

presupuestos de la pretensión de responsabilidad civil extracontractual, a cuya 

prosperidad sólo se opuso la señora Luz Adriana sin éxito. 

 

PROBLEMA JURÍDICO 

 

De conformidad con la demanda y su contestación, corresponde a la Sala 

definir si 

 

¿Están acreditados los presupuestos de la causal séptima de revisión 

consagrada en el artículo 355 del Código General del Proceso? 

 

Superado el trámite correspondiente al recurso, corre la oportunidad de 

resolver y a ello se procede con base en las siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. Precisión preliminar sobre las razones para dictar sentencia 

anticipada 

 

Preceptúa el artículo 278 del C.G.P, en lo pertinente, que “(E)n cualquier estado 

del proceso, el juez deberá dictar sentencia anticipada, total o parcial, en los 

siguientes eventos: (…) Cuando no hubiere pruebas por practicar”. En este 

evento, debe recalcar la Sala que la Magistrada Ponente decretó pruebas 

únicamente documentales, mediante auto del 10 de junio de 2022 que se 

encuentra debidamente ejecutoriado. Por tanto, proceder como lo está 

haciendo la Sala de ninguna manera desconoce “el debido proceso, ni alguna 
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otra garantía superlativa o legal de los intervinientes en el litigio, dado que el 

actual sistema procesal civil es dúctil”1. 

 

Incluso, la Sala Civil de la Corte ha procedido de manera idéntica en casos que 

no ameritan la práctica de pruebas, al respecto de lo cual ha explicado que 

 

“(P)or supuesto que la esencia del carácter anticipado de una resolución 

definitiva supone la pretermisión de fases procesales previas que de 

ordinario deberían cumplirse; no obstante, dicha situación está 

justificada en la realización de los principios de celeridad y economía que 

informan el fallo por adelantado en las excepcionales hipótesis que el 

legislador habilita dicha forma de definición de la litis. 

 

De igual manera, cabe destacar que aunque la esquemática 

preponderantemente oral del nuevo ordenamiento procesal civil, supone 

por regla general una sentencia dictada de viva voz, es evidente que tal 

pauta admite numerosas excepciones, de la que es buen ejemplo la 

presente, donde la causal para proveer de fondo por anticipado se 

configuró cuando la serie no ha superado su fase escritural y la 

convocatoria a audiencia resulta inane”.2 

 

2. Del recurso extraordinario de revisión y su causal séptima 

 

El recurso extraordinario de revisión, según doctrina probable de la Corte,  

 

“«(…) no tiene por finalidad reabrir el debate original, de manera que 

no constituye una instancia adicional del proceso, como lo ha señalado 

la Corte al advertir que “no es posible discutir en dicho recurso los 

problemas de fondo debatidos en el proceso fuente de la mencionada 

relación ni tampoco hay lugar a la fiscalización de las razones fácticas y 

jurídicas en ese mismo proceso ventiladas, sino que cobran vigencia 

motivaciones distintas y específicas que, constituyendo verdaderas 

anomalías, condujeron a un fallo erróneo o injusto, motivaciones que 

por lo tanto no fueron controvertidas anteriormente, por lo que valga 

repetirlo una vez más, la revisión no puede confundirse con una nueva 

 
1 ibíd 
2 Ibíd. Véase, además, CSJ SC12137-2017. 



8 
 

instancia pues supone, según se dejó apuntado, el que se llegó a una 

definitiva situación de firmeza y ejecutoriedad creadora de la cosa 

juzgada material que sólo puede ser desconocida ante la ocurrencia de 

una cualquiera de las anómalas circunstancias que en ‘numerus clausus’ 

y por ello con un claro sentido de necesaria taxatividad, indica el Art. 

380 recién citado” (G.J. CCXLIX. Vol. I, 117)» (CSJ SC, 8 abr. 2011, rad. 

2009-00125-00; reiterada en SC5208-2017, 18 abr.)”3 

 

Es por ello que las causales enlistadas en el artículo 355 del C.G.P son 

taxativas y consagran eventos sumamente especiales, como el caso de la 

séptima, según la cual habrá lugar a declarar fundado el recurso por “(E)star 

el recurrente en alguno de los casos de indebida representación o falta de 

notificación o emplazamiento, siempre que no haya sido saneada la nulidad”. 

Sobre la mentada causal, dijo la Sala de Casación Civil de la Corte que 

 

“[L]a indebida representación de las partes en el proceso se da, en 

primer lugar, cuando alguna de ellas o ambas, pese a no poder actuar 

por sí misma, como ocurre con los incapaces y las personas jurídicas, 

lo hace directamente o por intermedio de quien no es su vocero legal; 

y, en segundo término, cuando interviene asistida por un abogado que 

carece, total o parcialmente, de poder para desempeñarse en su 

nombre (SC15437, 11 nov. 2014, exp. n.° 2000-00664-01. En el mismo 

sentido SC, 11 ag. 1997, rad. n.° 5572)”4.  

 

También esa Corporación, refiriéndose al numeral 7º del artículo 355 del C.G.P 

(antes artículo 380 C.P.C) y a la relación que existe entre la indebida 

representación y la falta de notificación (ambos eventos consagrados en la 

misma norma), manifestó que el ordenamiento civil 

 

 “«apunta a proteger el derecho fundamental al debido proceso en su 

 más prístina manifestación, como es la posibilidad de ser enterado de 

 la actuación judicial iniciada en contra y, por esa senda, acceder al 

 abanico de posibilidades de contradicción que brinda el ordenamiento 

 jurídico, pues, de no darse aquella, queda cercenada de tajo cualquier 

 
3 Véase, además, AC 100-2021 del 25 de enero de 2021, AC022-2021 del 25 de enero de 2021, AC 

3020-2020 del 17 de noviembre de 2020 y AC1592-2022 del 11 de mayo de 2022 
4 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia del 20 de febrero de 2018. Radicado 11001-31-10-
007-2010-00947-01. M.P. Aroldo Wilson Quiróz Monsalvo. 
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 posibilidad ulterior de ejercicio de esos privilegios». Y, en CSJ SC 14 

 ene. 2003, expediente No. 2001-0142, se resaltó que la misma «fue 

 instituida para reparar la injusticia que conlleva haber seguido un 

 proceso a espaldas de quien ha debido brindársele la oportunidad de 

 ser oído y ejercer el derecho de defensa, bien sea mediante notificación 

 personal o emplazamiento»”5. 

 

CASO CONCRETO  

 

Analizada la demanda que contiene el recurso extraordinario de revisión, se 

advierte que su fundamento central consiste en que los aquí demandantes 

consideran haber estado indebidamente representados dentro del proceso con 

radicado 05001 40 03 007 2015 00670 00, debido a que la abogada que 

designaron para su defensa, Dra. Sandra Milena Carmona Henao, renunció al 

poder y esa situación no les fue notificada ni por ella ni por el Juzgado de 

conocimiento, desconociendo así el contenido del artículo 69 del Código de 

Procedimiento Civil. 

 

Por el contrario, la parte otrora demandante en el trámite original se opone a 

la prosperidad de la demanda argumentando que para la época en que ocurrió 

la renuncia ya estaba vigente el Código General del Proceso. Conviene 

entonces ubicar el asunto en las dos normas cuya aplicación está aquí 

comprometida, esto es el artículo 69 del C.P.C y el artículo 76 del C.G.P, en lo 

pertinente. 

 

La primera de esas reglas consagra:  

 

“(C)on la presentación en la secretaría del despacho donde curse el  

asunto, del escrito que revoque el poder o designe nuevo apoderado o  

sustituto, termina aquél o la sustitución, salvo cuando el poder fuere  

para recursos o gestiones determinados dentro del proceso. 

 

(…) 

 

 
5 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia del 26 de octubre de 2020. Radicado 11001-02-03-
000-2013-00860-00. M.P. Octavio Augusto Tejeiro Duque. 
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La renuncia no pone término al poder ni a la sustitución, sino cinco días 

después de notificarse por estado el auto que la admita, y se haga saber 

al poderdante o sustituidor por telegrama dirigido a la dirección 

denunciada para recibir notificaciones personales, cuando para este lugar 

exista el servicio, y en su defecto como lo disponen los numerales 1. y 

2. del artículo 320”. 

 

La segunda, por su parte, es clara al indicar que  

 

“(E)l poder termina con la radicación en secretaría del escrito en virtud 

del cual se revoque o se designe otro apoderado, a menos que el nuevo 

poder se hubiese otorgado para recursos o gestiones determinadas 

dentro del proceso  

 

(…)  

 

La renuncia no pone término al poder sino cinco (5) días después de 

presentado el memorial de renuncia en el juzgado, acompañado de la 

comunicación enviada al poderdante en tal sentido”. 

 

En tal panorama, debe aclararse que el Código General del Proceso entró a 

regir íntegramente el 1º de enero de 2016, según lo dispuesto en el Acuerdo 

No. PSAA15-10392 del 1º de octubre de 2015, proferido por la Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. Entonces, como el 

trámite de que se trata es uno de aquellos denominados verbales sumarios 

en los que para el 1º de enero de 2016 no se había convocado la audiencia 

única, su regla de transición consiste en que “(U)na vez agotado el trámite 

que precede a la audiencia de que trata el artículo 439 del Código de 

Procedimiento Civil, se citará a la audiencia inicial prevista en el artículo 392 

del Código General del Proceso, y continuará de conformidad con este”. 

 

Por lo demás, tampoco sobra recordar que el artículo 76 del C.G.P no está 

enlistado en aquellos de vigencia inmediata citados en el canon 627 ibídem, 

por lo que la vocación normativa del Código de Procedimiento Civil es clara, 

aunque sinceramente irrelevante de cara a los fundamentos del recurso, si se 

tiene en cuenta que en ambas regulaciones la renuncia pone término al poder 

una vez se le comunica al poderdante, en el régimen antiguo, en principio, 
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por telegrama y en el nuevo por “comunicación”, cualquiera que ella sea 

siempre que permita al Juez corroborar el enteramiento de la parte.  

 

Y considera la Sala que es un punto de derecho ciertamente irrelevante, 

porque en este caso no se configuró la causal 7ª de revisión si se tiene en 

cuenta que: 

 

 - cuando el artículo 69 del C.P.C manda que la renuncia del poder sea 

comunicada a los poderdantes “por telegrama dirigido a la dirección 

denunciada para recibir notificaciones personales, cuando para este lugar 

exista el servicio, y en su defecto como lo disponen los numerales 1. y 

2. del artículo 320”, naturalmente no está imponiendo obligación alguna 

al Juez o a su Secretario. Y es así, porque de una lectura sistemática de 

los deberes de todo apoderado se concluye que entre ellos se encuentra 

el de “(C)omunicar a su representado el día y la hora que el juez haya 

fijado para interrogatorio de parte, careo, reconocimiento de 

documentos, inspección judicial o exhibición, y darle a conocer de 

inmediato la renuncia del poder” ( negrillas de la Sala, artículos 71.8 

C.P.C 78.11 C.G.P). 

 

- la abogada Sandra Milena Carmona Henao informó al Juzgado, 

mediante memorial del 1º de febrero de 2016 (fl. 55 expediente 

escaneado), que renunciaba al poder otorgado por los aquí recurrentes, 

lo cual provocó que la Juez aceptara su renuncia, pero con la advertencia 

de que esta ponía término al poder sólo pasados cinco contados a partir 

de la comunicación a los poderdantes (auto 12 abril 2016, fl. 65). 

 

- no obstante lo dicho, entre las supuestas “comunicaciones” (fls. 57-58 

expediente escaneado) que la profesional aportó para liberarse del 

mandato, está un correo y unos chats de mensajería instantánea en los 

que no informó de manera adecuada la renuncia, pues en un correo 

electrónico se lee lo siguiente: 
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Mientras que en un supuesto chat lo que se confronta es: 

 

 

Además, dejó una nota de su puño y letra en la que dice haber hablado 

con Gustavo Adolfo, pero para la Sala es de apenas elemental 

entendimiento concluir que ninguno de esos medios alcanza para 

concluir que los poderdantes fueron adecuadamente informados sobre 

la renuncia, porque: i) no existe constancia de que los mandatarios 

recibieran los mensajes; ii) en ninguno de los mensajes se informó 

claramente que se trataba de una renuncia al poder. 

 

En consecuencia, atinó la Juez de conocimiento al supeditar la renuncia 

de la apoderada a la efectiva comunicación de la renuncia, debido a que  

 

“la presentación de la renuncia del poder no es suficiente para que 

el apoderado judicial quede eximido de responsabilidad, porque los 

efectos de la misma son diferidos, en cuanto una vez aceptada dicha 

manifestación a través de un auto de trámite o de sustanciación, la 

desvinculación del abogado del proceso sólo opera hasta el quinto 

(5) día siguiente a la notificación de dicha providencia por estado, y 
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además, al conocimiento de la misma mediante el envío de un 

telegrama a la dirección señalada por el poderdante para recibir las 

notificaciones personales, siempre que para el correspondiente 

lugar exista el servicio de correo, pues, en su defecto, debe acudirse 

a la notificación por aviso prevista en los numerales 1° y 2° del 

artículo 320 del Código de Procedimiento Civil 

 

De manera que si la comunicación no se envía, o no se fija dicha 

decisión en el estado, o no se acepta la renuncia mediante el 

correspondiente auto de trámite, no obstante la presentación del 

escrito de renuncia, la obligación de preservar la defensa técnica 

seguiría gravitando, con todo el peso que significa, sobre el 

apoderado a quien previamente se le haya reconocido la personería 

para actuar”6 

 

 - La curadora nombrada para representar los intereses de todos los 

 herederos de la señora Margarita Teresa Sánchez, de quien los 

 demandantes dicen ser sucesores, se posesionó el 15 de mayo de 2017 

 (fl. 97), por lo que naturalmente los causahabientes indeterminados 

 tuvieron garantizados sus derechos fundamentales. 

 

Siendo las cosas como son, está claro que los recurrentes no acreditaron el 

supuesto establecido por el numeral 7º del artículo 355 del C.G.P, pues no 

estuvieron indebidamente representados en la medida que sí contaron con la 

asistencia de una abogada que ellos mismos nombraron para la defensa de 

sus derechos, por lo que no se está ante uno de aquellos eventos en que la 

parte actúa por intermedio de abogado que carece absolutamente de poder 

para representarla.7 

 

Por el contrario, lo que sucedió en este caso está más bien vinculado con la 

forma en que se desarrolló el contrato de mandato entre los aquí recurrentes 

y su apoderada, que en todo caso no tiene virtud alguna para afectar la 

firmeza de la decisión tomada al interior del trámite acusado, en la medida 

que al margen del cumplimiento de las obligaciones de la profesional del 

 
6 Corte Constitucional. Sentencia T 1100 de 2005. M.P. Rodrigo Escobar Gil, citado Corte Suprema 

de Justicia, Sala Civil. Sentencia del 11 de febrero de 2004.  Radicado 00182-01. M.P. José Fernando 

Ramírez Gómez. 
7 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia del 20 de febrero de 2018. Op.Cit. 
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derecho, lo cierto es que tenía a su cargo el deber de representarlos en el 

trámite judicial. Ergo, no estando acreditados los supuestos del séptimo 

evento de revisión, la pretensión no puede ser exitosa. 

 

DECISIÓN  

 

Sin más consideraciones, la Sala Cuarta de Decisión del Tribunal Superior de 

Medellín, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley, DECLARA INFUNDADO el recurso de revisión de la 

referencia. Costas en esta instancia a favor de Sara Alejandra Pulido Barrera 

y a cargo de los recurrentes. 

 

Ejecutoriada la sentencia, la Secretaría ingresará el expediente a Despacho 

para la fijación de las agencias en derecho. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 
 
  
 
PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
MAGISTRADA  
  
 
 
 
 
 
JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 
MAGISTRADO 
 
 
 

 
 
                
 
 
JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
MAGISTRADO 
 
Viene con firmas escaneadas del Radicado Único Nacional 05001 22 03 000 2019 

00531 00, según autorización contenida en el artículo 11 del decreto 491 de 2020 

y por estar fuera de servicio el servicio de firma electrónica.  


